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RESUMEN
Para los autores, el nombre constituye la 
manifestación social y visible mediante la 
cual se identifica a la persona, formando 
parte del derecho fundamental a la iden-
tidad personal. Una reciente sentencia 
del Tribunal Constitucional respecto al 

ABSTRACT
For the authors, the name constitutes 
the social and visible manifestation by 
which the person is identified, forming 
part of the fundamental right to personal 
identity. A recent ruling by the Consti-
tutional Court regarding the order of 
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orden de los apellidos ha atraído el interés 
jurídico, donde se reafirma la necesidad e 
importancia de interpretar las institucio-
nes de derecho civil en concordancia con 
los derechos fundamentales y derechos 
humanos.
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Nombre / Orden de los apellidos
Fundamento legal: Art. 20 del Código 
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1.	 Introducción

Dentro del macro derecho funda-
mental que representa la tutela jurídica 
de la identidad personal, considerado, 
como ya expresáramos en esta sede en 
anterior oportunidad1, como una situa-
ción jurídica por la cual el sujeto tiene el 
derecho a ser representado fielmente en 
su protección social, teniendo el derecho 
a que se le conozca y defina de acuerdo 
con su “verdad personal”, tal como es, 
sin desfiguraciones, sin alteraciones, sin 
falseamientos, sin distorsiones o des-
naturalizaciones de sus características, 
tanto estáticas como dinámicas, que lo 
distinguen de los demás en cuanto lo 
hacen ser “el mismo” y no “otro”, supo-
niendo que en la exigencia del respeto 
de la propia biografía, se encuentra, 

1	 Agurto Gonzáles, Carlos Antonio y María-
Pía Guadalupe Díaz Díaz, “El derecho a la 
identidad personal frente a la problemática 
del COVID-19”, en Actualidad Civil, n.° 72, 
Lima: junio del 2020, p. 99.

como uno de los signos distintos de la 
persona, el nombre (conformado por el 
prenombre y los apellidos).

En la evolución jurídica del derecho 
de las personas en una primera etapa, 
el derecho a la identidad personal fue 
confundido con otras situaciones ju-
rídicas que le son cercanas, como los 
signos distintivos de la persona como el 
nombre o el seudónimo, también con la 
intimidad de la vida privada, el honor 
y la reputación. En el primer trabajo 
en que se presenta en América Latina 
sobre derecho a la identidad personal, el 
profesor Carlos Fernández Sessarego2 
señalaba que, siendo este derecho unita-
rio, podemos reconocer que los signos 
distintivos pertenecen al perfil estático, 
así como la condición registral del su-

2	 Fernández Sessarego, Carlos, “El derecho a 
la identidad personal”, en Aa. Vv., Tendencias 
actuales y perspectivas del derecho privado y el 
sistema jurídico latinoamericano, Lima: Cul-
tural Cuzco, 1990, p. 87.

surnames has attracted legal interest, 
which reaffirms the need and importance 
of interpreting civil law institutions in 
accordance with fundamental rights and 
human rights.

Keywords: Right to identity / Right to 
equality and non-discrimination / Name / 
Order of surnames

Title: The name as a distinctive sign of 
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jeto (nombre, seudónimo, entre otros), 
en tanto que el aspecto dinámico es el 
conjunto de rasgos y características cul-
turales, políticos, psicológicos, morales 
de la persona.

Una reciente sentencia emitida por 
el Tribunal Constitucional peruano3, 
respecto a la interpretación constitu-
cionalmente orientada sobre el orden 
de los apellidos, ha portado como 
corolario la atención de los estudiosos 
sobre la tutela jurídica de este interés 
existencial de la persona. En el presente 
ensayo analizaremos diversos aspectos 
de su configuración, desde una pers-
pectiva histórica-jurídica, así como su 
regulación en los tres códigos civiles 
peruanos, para detenernos luego en 
la interpretación que ha formulado el 
máximo intérprete constitucional.

2.	 Breve evolución histórico-jurídica

El nombre, como lo ha expresado 
un sector notable del formante doctri-
nal, es uno de los medios de la identidad 
de la persona4: un compendio sintético 
de su estado5. Es necesario para la iden-

3	 Tribunal Constitucional, Expediente  
N.° 02970-2019-PHC/TC, Lima: 23 de 
marzo del 2021.

4	 Perlingieri, Pietro, Il diritto civile nella 
legalità costituzionale, 2.a ed., Nápoles: ESI, 
1991, p. 380.

5	 Breccia, Umberto, “Articolo 6-9 codice civile. 
Commentario”, en Pizzorusso, Alessandro; 
Roberto Romboli; Umberto Breccia y Anna 
de Vita, Delle persone fisiche, articoli 1-10, 
Commentario del codice civile Scialoja-Branca, 
al cuidado de Francesco Galgano, Bolonia: 
Zanichelli, 1988, p. 374.

tificación jurídico-social, formando 
objeto de obligaciones y cargas, en co-
nexión con el registro civil6. En síntesis, 
el nombre cumple la función de servir a 
la identificación e individualización de 
los sujetos7.

La necesidad de regular jurídica-
mente el nombre encuentra su fun-
damento en la determinación de los 
criterios de identificación de la persona, 
así como la relación entre la libertad de 
elección y de modificación del nombre 
por parte de los sujetos y los controles 
dispuestos por el ordenamiento y la 
gradual afirmación de la tutela de un 
“derecho al nombre”8.

La moderna conformación del 
nombre, vale decir en su estructuración 
en prenombre y apellidos, corresponde 
a un periodo histórico relativamente 
reciente. Después de la caída del impe-
rio romano, los apellidos se formaron, 
como producto del desarrollo de las 
comunidades, entre los siglos xi al xiv. 
Así, el nombre único incluso acompa-
ñado de la designación del nombre del 
padre (Juan, hijo de Jacobo) no tenía 
suficiente eficacia de identificación, por 
cuanto la mayor parte de los nombres se 
repetía. Era necesaria la referencia a una 
comunidad más amplia (la familia, pero, 
especialmente en sus orígenes, también 

6	 Ondei, Emilio, Le persone fisiche e i diritto 
della personalità, Turín: UTET, 1965, p. 304.

7	 Fernández Sessarego, Carlos, Derecho a 
la identidad personal, 2.a ed., Lima: Instituto 
Pacífico, 2005, p. 128.

8	 Breccia, “Articolo 6-9 codice civile. Com-
mentario”, art. cit., p. 378.
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a la comunidad social), para reducir la 
posibilidad de la existencia de confusión.

Podemos encontrar que, en las 
raíces de la progresiva unificación, por 
medio de lo consuetudinario, de los 
medios de identificación de las personas 
constituyente del prenombre, como cri-
terio dirigido para designar a la persona, 
y por el apellido, como criterio dirigido a 
designar la familia de origen, no fue sola-
mente una exigencia de orden práctico. 
La etapa histórica de la generalización 
de los apellidos se fortalece en la fase de 
aparición de los Estados y, por ende, al 
previo reconocimiento público de un 
vínculo entre el sujeto y su signo de 
distinción, de identificación.

Punto interesante es también la 
relación que existía entre el nombre y el 
status de la persona, en cuanto miembro 
de una estirpe nobiliaria, de una corpo-
ración o grupo privilegiado. El nombre 
era un signo de discriminación o de 
ventaja para el sujeto. Eran los tiempos 
en que el nombre era un emblema de 
privilegio, de tutela contra la posibilidad 
de confusión o contra la usurpación 
que reflejaba el orden jerárquico de la 
sociedad. Con el paso del tiempo y la 
completa supresión de las desigualdades 
jurídicas derivadas del status, la tutela 
del nombre se configuró como un fun-
damental aspecto de igual tutela jurídica 
de la identidad de las personas9.

Debe considerarse que el nombre 
fue uno de los primeros derechos de la 

9	 Breccia, “Articolo 6-9 codice civile. Com-
mentario”, art. cit., p. 379.

persona que tuvo atenta consideración 
desde el siglo xix por parte de la doc-
trina y jurisprudencia10, que si bien la 
cultura jurídica contemplaba con cierta 
reticencia, propia de una mentalidad 
más concentrada en la propiedad y el 
patrimonio11, la categoría de los dere-
chos de la persona tendía a construir, a 
partir del derecho de propiedad, toda 
posición del sujeto de derecho: así se 
aludía a la propiedad del nombre, siendo 
imprescriptible e inalienable, en la esfera 
de cada persona, teniendo la propiedad 
“real”, sagrada e inviolable. Como en el 
Código Civil francés de 1804, donde el 
derecho de las personas se presentó más 
como un derecho del patrimonio12.

La posición de patrimonializar los 
derechos de las personas, entre ellos el 
nombre, poco a poco evidencio su con-
trariedad intrínseca y empezó a afirmarse 
que, si se quería tratar de “propiedad” 
frente a los derechos del sujeto de dere-
cho, se debía considerar como una pro-
piedad sui generis, admisible solo como 
medio de comparación, que fue seguida 

10	 Dogliotti, Massimo, “I. Le persone fisiche”, 
en Aa.Vv., Trattato di diritto privato, t. i, 
2.a ed., dirigido por Pietro Rescigno, Turín: 
UTET, 1999, p. 165.

11	 Uno de los más profundos estudios sobre la 
propiedad y su ideología en el civil law se debe 
al profesor de la Universidad de Roma Tre, 
Cesare Salvi, en Salvi, Cesare, Teologie della 
proprietà privata. Dai miti delle origini ai nuovi 
dei della finanza, Catanzaro: Rubbettino, 
2017, p. 11 y ss.

12	 Nerson, Roger, La protección de la personal-
idad en el derecho privado francés, traducido 
por José María Castán Vásquez, Madrid: Reus, 
1961, p. 7.
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especialmente por la jurisprudencia 
francesa13. Esta postura, conocida como 
el planteamiento privatista, se contra-
puso una perspectiva fundamentalmente 
de derecho público, que negaba la exis-
tencia misma del derecho al nombre, 
cuya tutela jurídica se conducía a la 
exigencia general de distinguir a cada 
persona por motivo del orden públi-
co. Así el nombre se presentaba como 
una etiqueta administrativa, como un 
código de reconocimiento. Si bien era 
considerado en función de la exigencia 
exclusivamente social, terminaba a ser 
visto como un atributo de la persona, 
manifestación de su calidad personal. Es 
interesante también lo que importante 
sector de la doctrina francesa plantea-
ba sobre el nombre. Así, para Gabriel 
Baudry-Lacantinerie14, el nombre se 
utiliza para designar a los miembros de 
una misma familia que proviene de un 
mismo pariente común. En esa misma 
línea, Marcel Planiol15 consideraba que 
el nombre no pertenece a una específica 
persona, sino que es común a todos los 
miembros de la familia, descendientes 
de un tronco común. En tanto que para 
Ambroise Colin y Henri Capitant el 
nombre es el medio que se utiliza para 

13	 Perlingieri, Pietro, La personalità umana 
nell’ordinamento giuridico, 2.a reimp., Nápoles: 
ESI, 1982, p. 260.

14	 Baudry-Lacantinerie, Gabriel, Précis de droit 
civil, t. i, 9.a ed., París: Librairie de la Société 
du Recueil General des lois et des arrêts, 1905, 
p. 77.

15	 Planiol, Marcel, Traité élémentaire de droit 
civil, 8.a ed., París: Librairie Générale de Droit 
& de Jurisprudence, 1920, p. 142.

la designación gráfica y oral de las per-
sonas16.

[E]l Tribunal Constitucional deja cla-
ro que el artículo 20 del Código Civil 
no establece un orden para la trans-
misión de los apellidos, entonces, 
este artículo debe ser interpretado de 
modo que se garantice la posibilidad 
de que los padres puedan decidir li-
bremente el orden de los apellidos 
que llevará el hijo.

IMPORTANTE

Capitant17, asimismo, en su obra In-
troduction a l’étude du droit civil (conside-
rada como uno de los primeros manuales 
de introducción al derecho civil en el civil 
law), estima que el nombre es de hecho 
un derecho real. Para el jurista francés, 
el nombre asegura el respeto de la perso-
nalidad humana y como tal se sanciona 
las acciones de terceros que pretendan 
usurparla. Por tanto, forma parte de los 
derechos protegidos de la personalidad 
del ser humano. Como tal, propugnaba 
Capitant, es un derecho absoluto, que se 
asimila al derecho de propiedad.

Louis Josserand18 consideraba que 
el nombre tiene como misión la de ase-

16	 Colin, Ambroise y Henri Capitant, Cours 
élémentaire de droit civil français, t. i, 5.a ed., 
París: Librairie Dalloz, 1927, p. 355.

17	 Capitant, Henri, Introduction a l’étude du 
droit civil, 4.a ed., París: A. Pedone éditeur - 
Libraire de la Cour d’Appel et de l’ordre des 
avocats, 1921, p. 174.

18	 Josserand, Louis, Derecho civil, t. i, vol. i, tra-
ducido por Santiago Cunchillos y Manterola, 
Buenos Aires: EJEA, 1952, p. 195.
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gurar la identificación y la individualiza-
ción de las personas, como un anuncio 
colocado sobre cada uno de nosotros. 
Anota, por su parte, el doyen Jean Car-
bonnier19, en Francia, la costumbre, 
la jurisprudencia e incluso la práctica 
administrativa ultimaron los contornos 
del derecho al nombre.

En el Código Civil italiano de 1865, 
como el Code Napoléon y del Código 
Civil de Austria (Allgemeines bürgerliches 
Gesetzbuch [ABGB]), en su formulación 
original, no tenía una regulación del 
derecho al nombre20, previendo algu-
nas disposiciones sobre la adquisición 
del apellido, como en el supuesto de la 
filiación legítima o natural, en caso de 
adopción o por matrimonio. A diferen-
cia del Código Civil alemán de 1900 
(Bürgerliches Gesetzbuch [BGB]), que, 
en su parágrafo 1221, no contenía la re-

19	 Carbonnier, Jean, Droit civil. 1- Introduction. 
Les personnes, 13.a ed., París: Presses Universi-
taires de France, 1980, p. 252.

20	 Alpa, Guido y Giorgio Resta, Le persone fisi-
che e i diritti della personalità, 2.a ed., Milán: 
UTET, 2019, p. 221.

21	 Código Civil alemán de 1900.
	 § 12 Derecho al nombre
	 Si el derecho al uso de un nombre por el tit-

ular es negado por otro o resulta lesionado el 
interés del titular mediante el uso ilegítimo del 
mismo nombre por otro, el titular puede recla-
mar del otro la cesación de la perturbación. Si 
deben temerse ulteriores perturbaciones puede 
aquél interponer una acción de omisión.

	 En el derecho alemán se ha sostenido que el 
nombre, en atención a la regulación del BGB 
sobre este interés existencial, identifica a la 
persona, no solo como una cualidad jurídica, 
sino que se encuentra reconocido como un 
derecho subjetivo: Enneccerus, Ludwig, 
Derecho civil (parte general), 13.a rev. por Hans 

gulación italiana una norma de carácter 
general dirigida a fijar las condiciones y 
los límites de la tutela jurídica del nom-
bre en su defensa o usurpación frente a 
terceros.

Frente a una falta de regulación 
en los códigos civiles, en experiencias 
jurídicas como la italiana, donde la legis-
lación ordinaria protegía jurídicamente 
el nombre mediante el derecho penal, 
especialmente en fraude, falsificación de 
documentos e indicación de falsedad a 
la administración pública o en caso de 
alteración de los actos de estado civil, 
así como, en forma más directa, por 
la normativa de marcas, que preveía la 
prohibición general de usurpar el nom-
bre y la firma de una sociedad o de una 
persona (de acuerdo con los artículos 5 
y 12 de la ley n.° 4577 del 30 de agosto 
de 1868).

Con estas herramientas legisla-
tivas se comenzó a reconocer, a nivel 
jurisprudencial, la tutela jurídica del 
nombre, inicialmente en el ámbito co-
mercial, donde se tendía inicialmente a 
igualar el nombre civil y comercial, abs-
trayéndose de las funciones diversas de 
ambas, consolidándose el planteamiento 
que la usurpación ajena del nombre no 
solo era exclusivamente importante en el 
ámbito público, sino también era posi-
ble interponer una demanda civil, nega-
toria o de daños. Valiosa jurisprudencia 

Carl Nipperdey, de Enneccerus Ludwig; 
Theodor Kipp y Martin Wolff, Tratado de 
derecho civil, traducción de la 31.a ed. alemana 
por Blas Pérez González y José Alguer, Barce-
lona: Bosch, 1953, p. 406.
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italiana a fines del siglo xix se ocupó 
de ilicitud del uso del patronímico de 
un inventor de una máquina de coser 
después haber caducado el brevete, que 
por su naturaleza no puede ser de do-
minio público, pero que “continua a ser 
sacro e inviolable, y a ninguno es lícito 
apropiárselo, y hacer uso para cubrir sus 
propios productos”22.

El nombre expresaría una unidad 
conceptual de todos los aspectos intelec-
tuales, morales, sociales, símbolo de la 
persona. En esta perspectiva el nombre 
es parte del macroderecho fundamental 
a la identidad personal, siendo uno de 
sus componentes. Como anota bien 
Cesare Massimo Bianca23, el nombre 
satisface el interés del sujeto a gozar de 
su identidad en el contexto social.

En Italia, el Código Civil de 1942, 
modelo que tuvo en cuenta nuestro 
legislador civil de 1984, dispone en 
su artículo 6 que “toda persona tiene 
derecho al nombre que se le atribuye 
por la ley. En el nombre se comprende 
el prenombre y el apellido”.

Mientras que el artículo 7 del citado 
código prevé directamente dos hipótesis 
de lesión del derecho al nombre: 1) la 
contestación que otros realicen en el uso 

22	 Sentencia de la Corte de Casación, Turín, del 
7 de agosto de 1883, publicada en: revista 
Foro Italiano, I, 1883, p. 1050, citado por 
Alpa y Resta, Le persone fisiche e i diritti della 
personalità, ob. cit., p. 222.

23	 Bianca, Cesare Massimo, Diritto civile I: La 
norma giuridica - I soggetti, 2.a ed., Milán: 
Giuffrè, 2002, p. 189.

del propio nombre; 2) el uso indebido 
del nombre ajeno24.

Como ha observado un jurista tan 
agudo como es el profesor Pier Giuseppe 
Monateri25, la regulación del Código 
Civil de 1942 sobre el nombre eviden-
cia las líneas de una tutela “propietaria” 
del derecho al nombre, como derecho 
absoluto de la persona. Por ello, se ar-
ticulan diversas acciones específicas de 
tutela jurídica: acciones de reclamo y de 
usurpación, acciones de comprobación 
y acciones de derecho público.

La jurisprudencia italiana ha reali-
zado una amplia tutela al nombre más 
allá de los supuestos de la confusión, 
expresamente regulada en el código 
italiano de 1942. En este sentido, el 
nombre es interpretado como signo de 
identificación de la persona, respecto de 
la relación entre el nombre y el derecho 
a la identidad de la persona. Esta ver-
tiente de la jurisprudencia ha recibido 
la influencia de la doctrina.

3.	 El prenombre y los apellidos en los 
códigos civiles peruanos de 1852, 
1936 y 1984

El primer Código Civil peruano, el 
de 1852, no contenía una disposición 
específica sobre el nombre. Es recién 
con el Código Civil de 1936 que hace su 
aparición en el derecho peruano. Cabe 

24	 Monateri, Pier Giuseppe, Le fonti delle 
obbligazioni 3. La responsabilità civile, Turín: 
UTET, 1998, p. 402.

25	 Monateri, Le fonti delle obbligazioni 3. La 
responsabilità civile, ob. cit., p. 402.

El nombre como signo distintivo de la...

ISSN 2313-4828 (impresa) • ISSN 2415-2277 (en línea)
Número 86 • Agosto 2021 • pp. 53-71



60 Instituto Pacífico

Actualidad

Civil Especial del mes

precisar, no obstante, que este código fue 
tributario de la época de su elaboración, 
ignoraba el tratamiento normativo de los 
derechos fundamentales del ser humano, 
como son los derechos a la vida, a la 
libertad, a la integridad psicosomática, 
a la identidad, a la salud, al honor, a la 
intimidad. Muy escuetamente se regu-
laba la capacidad, el derecho al nombre, 
al domicilio y a los registros de estado 
civil, lo que llevó al mayor estudioso 
peruano de derecho de las personas, 
Carlos Fernández Sessarego, declarar 
que fue un código pobre, respecto a la 
tutela y reconocimiento de los derechos 
de las personas.

El código de 1936 regulaba el nom-
bre en solo seis breves disposiciones, por 
lo que muchos temas de importancia 
en esta institución jurídica quedaron 
sin encontrar una solución legislativa, 
teniendo numerosos vacíos, como por 
ejemplo los alcances y la función jurídica 
del nombre. El Código Civil de 1984 
cubrió estos vacíos en catorce artículos.

Entre los estudiosos del segundo 
Código Civil peruano, destaca, princi-
palmente, el profesor de la Universidad 
Nacional Mayor de San Marcos, José 
León Barandiarán26, que consideraba 
que el nombre permite distinguir a la 
persona, es un atributo que se vincula 
con el sujeto y que lo conforma. Por 
ello, toda persona tiene y debe tener un 
nombre, y no solo la persona individual, 

26	 León Barandiarán, José, Tratado de derecho 
civil, t. i, Lima: WG Editor, 1991, pp. 149 y 
150.

sino también la colectiva o jurídica. El 
nombre resulta, de acuerdo con este 
jurista, ser como la designación oficial 
de la persona. Este código garantizó y 
protegió el derecho al nombre, conside-
rando a este como un derecho subjetivo 
privado, como un atributo de la persona 
y como tal es personalísimo, no se en-
cuentra en el comercio jurídico no se 
transmite a causa del fallecimiento de 
la persona27. Mientras autores como el 
profesor cuzqueño Leoncio Olazabal 
F.28 estimaba, en el imperium del Có-
digo Civil de 1936, que el nombre es 
un atributo inherente del ser humano, 
que compromete el interés mismo de 
la colectividad y necesaria en el mundo 
jurídico, el derecho le otorga toda pro-
tección, dentro de cuyo amparo también 
se encuentran algunos deberes, como 
la permanencia con que debe llevarlo 
y respeto, concluyendo que no puede 
existir persona que no tenga un nombre.

El Libro Primero dedicado al dere-
cho de las personas del Código Civil de 
1984 recoge un rico tratamiento respec-
to al nombre. A juicio de su autor, el pro-
fesor Carlos Fernández Sessarego29, el 
nombre es la expresión social y visible 
mediante el cual se identifica la persona, 

27	 León Barandiarán, José, Curso elemental de 
derecho civil peruano, 3.a ed., Lima, 1980, p. 
105.

28	 Olazabal F., Leoncio, Derecho civil. Nociones 
generales, personas, acto jurídico, Cuzco: Gar-
cilaso, 1961, p. 215.

29	 Fernández Sessarego, Carlos, Derecho de 
las personas. Análisis de cada artículo del Libro 
Primero del Código Civil peruano de 1984, 13.a 
ed., Lima: Instituto Pacífico, 2016, p. 242.
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por lo que adquiere vital importancia 
dentro de los derechos de la persona. 
Esta función permite que la facultad de 
la persona de ser reconocida y conocida 
por su propio nombre implica también 
el deber, frente a la colectividad social, de 
no cambiarlo, salvo por motivos justifi-
cados y mediando autorización judicial.

En el artículo 19, al regular el 
nombre, consideró que llevarlo es “un 
derecho y un deber”. El deber genérico 
es de no dañar con un uso indebido del 
nombre, siendo el deber específico el 
de no cambiar de nombre, ello debido 
a que el nombre es uno de los signos 
distintivos de la identidad del sujeto, 
con el cual general y normalmente se le 
identifica en el entramado social.

Mientras en el artículo 20, modi-
ficado por el artículo 1 de la Ley N.° 
28720, publicada en el diario oficial 
El Peruano el 25 de abril del 2006, se 
establece que al hijo le corresponde el 
primer apellido del padre y el primero 
de la madre. Esta norma, que no es-
tablece un orden respecto al orden de 
los apellidos, no hace distinción (como 
consideraba bien Carlos Fernández 
Sessarego30) respecto a los apellidos 
entre el hijo matrimonial y el extrama-
trimonial, como establecía el articulado 
original del Código Civil. El hijo tiene 
el derecho a su identidad personal, por 
lo que lleva, sin distinción alguna, el 
apellido de cada uno de sus progenitores. 

30	 Fernández Sessarego, Derecho de las perso-
nas. Análisis de cada artículo del Libro Primero 
del Código Civil peruano de 1984, ob. cit., p. 
249.

No debe olvidarse que el derecho a la 
identidad personal, del cual el nombre 
forma parte, es un derecho fundamental 
de la persona31, protegido jurídicamente 
por el inciso 1 del artículo 2 de la Cons-
titución Política de 1993.

4.	 La Sentencia del Expediente  
N.° 2970-2019-PHC/TC del Tri-
bunal Constitucional peruano

Continuando con el estudio del 
nombre y el especifico caso del orden 
de los apellidos, resulta necesario tam-
bién abordar el análisis constitucional 
sobre la materia. Al respecto, nuestro 
máximo intérprete de la Constitución, 
con fecha 23 de marzo del 2021, ha 
expedido la sentencia del expediente N.° 
02970-2019-PHC/TC, que merece su 
estudio, en tanto que aporta una nueva 
interpretación sobre lo regulado en el 
artículo 20 del Código Civil peruano32 
en concordancia con los derechos fun-
damentales.

4.1.	Análisis de los hechos

En principio, esta sentencia tuvo 
lugar como resultado de la demanda 
de habeas corpus planteada por Mar-
celina Rudas Valer y Jhojana Rudas 

31	 En ese sentido, Espinoza Espinoza, Juan, 
Derecho de las personas. Concebido-personas 
naturales, Lima: Rodhas, 2014, p. 671. Tam-
bién Varsi Rospigliosi, Enrique, Tratado de 
derecho de las personas, Lima: Gaceta Jurídica, 
2014, p. 622.

32	 Código Civil. Artículo 20.- Apellidos del 
hijo

	 Al hijo le corresponde el primer apellido del 
padre y el primero de la madre.
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Guedes contra el Registro Nacional 
de Identificación y Estado Civil (en 
adelante, el Reniec), en la cual solicitan 
la inaplicación del art. 20 del Código 
Civil, con la finalidad de que se expida 
el documento nacional de identidad de 
Jhojana Rudas Guedes donde conste 
así el orden de sus apellidos: el primer 
apellido materno precedido al primer 
apellido paterno, tal como figura en su 
acta de nacimiento.

Las solicitantes alegaron la vulnera-
ción del derecho a la identidad por parte 
del Reniec, debido a que, cuando Jhoja-
na Rudas Guedes inició el trámite para 
obtener su documento de identidad al 
haber cumplido la mayoría de edad, este 
fue observado por el Reniec por el orden 
de sus apellidos, es decir, porque en el 
acta de nacimiento figuraba inscrita 
con el primer apellido materno seguido 
del primer apellido paterno. Para estos 
efectos, el Reniec le solicitó que primero 
rectificase la indicada acta de nacimien-
to, de manera que figurase con el primer 
apellido paterno seguido del primer 
apellido materno, atribuyendo dicho 
orden a la interpretación del artículo 20 
del Código Civil, para así poder emitirle 
el documento de identidad.

Cabe señalar que Jhojana Rudas 
Guedes, al momento de su nacimiento, 
fue registrada ante el Reniec con los 
apellidos de su madre, es decir, como 
Jhojana Rudas Valer y posteriormente 
con el reconocimiento de su padre es 
que se agrega el apellido de este como 
segundo apellido, quedando registrada 

con dicho orden de apellidos en el acta 
de nacimiento.

La demanda fue rechazada en pri-
mera instancia por el Segundo Juzgado 
Mixto de Iñapari, bajo el criterio de 
que es la propia demandante quien no 
desea rectificar su acta de nacimiento 
conforme a lo observado por el Re-
niec y cumplir con el procedimiento 
administrativo. Bajo el mismo criterio 
fue confirmada la sentencia por la Sala 
Superior.

[D]e la interpretación constitucional 
del artículo 20 del Código Civil seña-
lada en esta sentencia se derivan dos 
cosas: 1) que no existe un orden pre 
establecido para la asignación de los 
apellidos a los hijos, y 2) la atribu-
ción de los padres de elegir el orden 
de la asignación de sus apellidos a sus  
hijos.

IMPORTANTE

4.2.	 Sobre el derecho al nombre

Pasando al análisis de los puntos 
principales de la sentencia, tenemos que 
el voto en mayoría33 por el cual se declara 
fundada la demanda, busca determinar 
si lo establecido en el artículo 20 del 
Código Civil puede ser inaplicado al 
caso concreto, conforme a lo solicitado 
por las demandantes. En ese sentido 
comienza por analizar lo referido al dere-

33	 Voto en mayoría de los magistrados Ledesma 
Narvaez, Ramos Núñez, Miranda Canales y 
Espinosa-Saldaña Barrera.
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cho al nombre, algo que ya ha realizado 
en anteriores sentencias, como es la Sen-
tencia del expediente N.° 2273-2005-
PHC/TC, donde destaca el fundamento 
jurídico 1334, así como valiéndose de la 
doctrina. Asimismo, en concordancia 
con lo señalado en el artículo 18 de la 
Convención Americana de Derechos 
Humanos35, sobre el derecho al nom-
bre, comparte la interpretación que ha 
realizado su máximo intérprete, la Corte 
Interamericana, en el sentido que este 
derecho tiene vínculo directo con el 
derecho a la identidad, como elemento 
básico e indispensable36, de modo que se 
trata de un “atributo de la personalidad, 
determinante para el libre desarrollo 
de las opciones que le dan sentido a la 

34	 En este fundamento jurídico se sostiene que: 
“algunas características que evidencian la 
importancia que presenta el nombre para la 
persona: a) provee la información base para la 
emisión del DNI; b) es inmutable, salvo casos 
especiales; c) no es comercial, puesto que es 
personalísimo, aun cuando se transmita por 
procreación; d) es imprescriptible, aunque 
se deje de usar, se haya empleado uno más 
o menos erróneo o se utilice un conocido 
seudónimo; e) permite la identificación, 
individualización y la pertenencia de una 
persona a una familia; y f ) hace posible el 
ejercicio de derechos tales como la ciudadanía, 
la educación, la seguridad social, el trabajo y 
la obtención de una partida de nacimiento, 
entre otros”.

35	 Que señala: “Toda persona tiene derecho a un 
nombre propio y a los apellidos de sus padres o 
al de uno de ellos. La ley reglamentará la forma 
de asegurar este derecho para todos, mediante 
nombres supuestos, si fuere necesario”.

36	 Desarrollado en Corte Interamericana de 
Derecho Humanos, Caso Niñas Yean y Bosico 
vs. República Dominicana. Fondo, Reparaciones 
y Costas, San José: 8 de setiembre del 2005, 
párr. 182.

existencia de cada persona, así como a 
la realización del derecho a la identidad. 
[…] De esta manera cada persona debe 
tener la posibilidad de elegir libremente 
y de cambiar su nombre como mejor le 
parezca”37.

4.3.	Sobre la vinculación del derecho al 
nombre con el derecho a la identidad

De hecho, este criterio también ha 
sido desarrollado en la jurisprudencia 
nacional, de modo que se puede hablar 
de un derecho fundamental al nombre, 
en cuanto se relaciona con el derecho a la 
identidad consagrado en el artículo 2.1. 
de la Constitución peruana38. Ello ha 
quedado establecido en la sentencia del 
expediente 2273-2005-PHC/TC, cuan-
do señala que el derecho a la identidad es 
aquel “derecho que tiene todo individuo a 
ser reconocido estrictamente por lo que es 
y por el modo cómo es”39, y distingue los 
caracteres objetivos y subjetivos que com-
ponen el derecho a la identidad, donde 
el nombre se encuentra comprendido40. 
Cabe señalar que dicha clasificación no 

37	 Criterio sostenido en Corte Interamericana 
de Derecho Humanos, Opinión Consultiva 
OC-24/17, San José: 24 de noviembre del 
2017, párr. 111.

38	 Artículo 2.- Toda persona tiene derecho: 1. 
A la vida, a su identidad, a su integridad 
moral, psíquica y física y a su libre desarrollo 
y bienestar. El concebido es sujeto de derecho 
en todo cuanto le favorece

39	 Tribunal Constitucional, Expediente  
N.° 2273-2005-PHC/TC, Lima: 20 de abril 
del 2006, f. j. n.° 21.

40	 Este criterio también ha quedado establecido 
en las sentencias del Expedientes 4444-2005-
PHC/TC, así como la Casación 3294-2013/
Lima.
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impone una separación estricta de los 
caracteres en objetivos y subjetivos, pues 
si bien realiza la distinción entre ambos, 
también ha precisado: “Incluso algunos de 
los referentes ordinariamente objetivos no 
solo pueden ser vistos simultáneamente, 
desde una perspectiva subjetiva, sino que 
eventualmente pueden ceder paso a estos 
últimos o simplemente transformarse 
como producto de determinadas variacio-
nes en el significado de los conceptos”41. 
Confirmando dicha postura cuando se-
ñala que el entendimiento del derecho a 
la identidad “no puede concebirse de una 
forma inmediatista, sino necesariamente 
de manera integral”42.

4.4.	Sobre el derecho a la igualdad y no 
discriminación

Luego de haber sentado esta vin-
culación analiza lo referido al derecho 
a la igualdad y no discriminación de las 
mujeres por razón de sexo en la elección 
del nombre de los hijos. En esta línea 
empieza con una reflexión relacionada 
al compromiso de las autoridades dentro 
de un Estado constitucional y su deber 
de materializar la igualdad a partir de 
hechos concretos, esto en función del 
principio-derecho de igualdad y la pro-
hibición de discriminación regulada en 
el artículo 2, inciso 2, de la Constitu-
ción43. Es importante resaltar la especial 

41	 Tribunal Constitucional, Expediente  
N.° 2273-2005-PHC/TC, Lima: 20 de abril 
del 2006, f. j. n.° 22.

42	 Tribunal Constitucional, Expediente  
N.° 2273-2005-PHC/TC, Lima: 20 de abril 
del 2006, f. j. n.° 22.

43	 Art. 2.- Toda persona tiene derecho: […] 2. A 

mención, en este punto, de un deber 
no solo en el sentido negativo de no 
interferencia en el ejercicio del derecho, 
sino, especialmente, de actuar comba-
tiendo las desigualdades ya existentes, 
es decir, de trabajar por la igualdad real 
y material.

Sobre este punto, trae a colación el 
criterio sostenido en la Sentencia del ex-
pediente N.° 5652-2007-AA/TC, donde 
realiza la distinción entre la prohibición 
de discriminación directa e indirecta, en 
tanto que el primero está referido a que 
la norma como regla general no esta-
blezca un trato jurídico diferenciado de 
mujeres y hombres; mientras que la se-
gunda se refiere a los efectos o impactos 
desfavorables sobre uno u otro sexo por 
parte de una norma formalmente neu-
tral44. Este último punto tiene relación 
con la histórica situación de desigualdad 
de mujeres y hombres que preexiste en 
nuestras sociedades hasta la fecha, y que, 
como consecuencia de normas neutrales, 
se logra, más bien, seguir extendiendo 
estos efectos, de ahí la importancia 
de aplicar el enfoque de género como 
herramienta de análisis sobre este tema 
también en la labor legislativa45.

la igualdad ante la ley. Nadie debe ser discrimi-
nado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, 
religión, opinión, condición económica o de 
cualquiera otra índole.

44	 Tribunal Constitucional, Expediente N.° 
2970-2019-PHC/TC, Lima: 23 de marzo del 
2021, f. j. n.° 35.

45	 A mayor profundidad véase a Marugán 
Pintos, Begoña, “Impacto de género”, en 
Eunomía. Revista en Cultura de la Legalidad, 
n.° 19, pp. 317-330. Recuperado de <https://
bit.ly/3B0Lxdb>.

Carlos A. Agurto Gonzáles / María-Pía G. Díaz Díaz

ISSN 2313-4828 (impresa) • ISSN 2415-2277 (en línea)
Número 86 • Agosto 2021 • pp. 53-71



65Actualidad Civil

Comentario de jurisprudencia

En la misma línea, relaciona el 
criterio sobre la igualdad de mujeres 
y hombres, con lo contenido en los 
artículos 5 y 16 de la Convención 
para la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer 
(CEDAW)46. Del mismo modo, hace 
un breve recuento de la legislación y 
jurisprudencia comparada, así como de 
los intentos de modificar la redacción del 
artículo 20 del Código Civil a través de 
Proyectos de Ley.

4.5.	El voto en mayoría

Luego de este análisis, más allá 
de la mera interpretación literal de 
su redacción, en concordancia con el 
principio-derecho a la igualdad de mu-
jeres y hombres, así como los mandatos 
de prohibición de la discriminación por 
razón de sexo, interpretados en conjunto 
con los tratados internacionales sobre la 
materia suscritos por el Perú (CEDAW), 

46	 El artículo 5 señala lo siguiente: Los Esta-
dos tomarán las medidas apropiadas para 
“Modificar los patrones socioculturales de 
conducta de hombres y mujeres, con miras 
a alcanzar la eliminación de los prejuicios y 
las prácticas consuetudinarias y de cualquier 
otra índole que estén basados en la idea de 
la inferioridad o superioridad de cualquiera 
de los sexos o en funciones estereotipadas 
de hombres y mujeres”. También el artículo 
16 indica: “1. Los Estados Parte adoptarán 
todas las medidas adecuadas para eliminar 
la discriminación contra la mujer en todos 
los asuntos relacionados con el matrimonio 
y las relaciones familiares y, en particular, 
asegurarán en condiciones de igualdad entre 
hombres y mujeres: [...] g) Los mismos dere-
chos personales como marido y mujer, entre 
ellos el derecho a elegir apellido, profesión y 
ocupación”.

el Tribunal Constitucional deja claro 
que el artículo 20 del Código Civil 
no establece un orden para la transmi-
sión de los apellidos47; entonces, este 
artículo debe ser interpretado de modo 
que se garantice la posibilidad de que 
los padres puedan decidir libremente 
el orden de los apellidos que llevará el 
hijo48. Nos encontramos, entonces, ante 
una interpretación que contribuye a la 
tarea pendiente del Estado de garantizar 
la igualdad real y efectiva de mujeres y 
hombres en el ámbito familiar y que 
concuerda con la cuarta disposición final 
y transitoria de la Constitución49.

El voto concluye que la aplicación 
de una interpretación en el sentido que 
la norma del Código Civil establece un 
orden de apellidos donde la prioridad 
la tenga el apellido paterno, vulnera 
el principio-derecho de igualdad por 
razón de sexo, y avala la cosificación 
estereotipada que ha tenido la mujer en 
el ámbito familiar50. Esta interpretación 
ha sido utilizada por el Reniec en el 
caso concreto para observar el acta de 

47	 Tribunal Constitucional, Expediente  
N.° 2970-2019- PHC/TC, Lima: 23 de marzo 
del 2021, f. j. n.° 37.

48	 Tribunal Constitucional, Expediente  
N.° 2970-2019-PHC/TC, Lima: 23 de marzo 
del 2021, f. j. n.° 38.

49	 Que a la letra señala: “Las normas relati-
vas a los derechos y a las libertades que la 
Constitución reconoce se interpretan de 
conformidad con la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y con los tratados y 
acuerdos internacionales sobre las mismas 
materias ratificados por el Perú”.

50	 Tribunal Constitucional, Expediente  
N.° 2970-2019-PHC/TC, Lima: 23 de marzo 
del 2021, f. j. n.° 57.
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nacimiento de Jhojana Rudas Guedes y 
denegarle la emisión del DNI mientras 
no corrija dicho orden, en consecuen-
cia, se declara fundada la demanda 
por haberse vulnerado su derecho a la 
identidad, así como el principio-derecho 
de igualdad y no discriminación. En la 
misma línea, dando la razón a las de-
mandantes, declara inaplicable al caso 
el artículo 20 del Código Civil, referido 
al sentido interpretativo que establece 
un orden de prelación en los apellidos 
asignados al hijo.

4.6.	Sobre los votos en minoría

La sentencia comprende además 
dos votos en minoría, correspondientes 
a los magistrados Ferrero Costa, Blume 
Fortini y Sardón de Taboada. Los dos 
primeros magistrados coinciden en 
concluir fundada en parte, mientras que 
el último asume el criterio de declarar 
infundada la demanda.

Respecto al primer voto, se sostie-
ne infundada la demanda respecto al 
pedido de inaplicación del artículo 20 
del Código Civil, en tanto que el hecho 
de no permitir un orden inverso de los 
apellidos no le ocasiona a la demandante 
una grave afectación. Fundamentan este 
criterio señalando que la identidad de la 
demandante solo se ha visto reflejada en 
certificados de estudios, por lo que no se 
aprecia una incidencia jurídica y social 
importante, como lo sería por ejemplo 
el haber celebrado actos jurídicos como 
matrimonio, divorcios, reconocimien-
to de hijos, derechos sucesorios, entre 
otros. De esta manera, se minimiza la 

importancia que para la demandante 
tiene su identidad representada por el 
orden de sus apellidos con el que se ha 
desenvuelto hasta sus 21 años, indepen-
dientemente del impacto jurídico que 
haya tenido. Los magistrados miden la 
importancia de la identidad basada en 
los meros actos jurídicos celebrados, de-
jando de lado a la persona como centro 
del derecho.

Por otro lado, sostienen fundada 
en parte en el extremo de la vulneración 
del derecho a la identidad por haber 
privado del DNI a la demandante, en 
tanto que el Reniec es responsable de 
los datos consignados en sus bases, por 
ende, responsables de que estos datos 
sean conformes y cuenten con el susten-
to técnico y fáctico de acuerdo con su 
reglamento. En virtud de ello, se sostiene 
que el Reniec debió corregir de oficio 
el error advertido en el registro de la 
demandante y emitirle el documento de 
identidad, por lo que denegar su emisión 
sosteniendo que la demandante debía 
rectificarlo es calificado de arbitrario.

El segundo voto ampara la inter-
pretación del artículo 20 del Código 
Civil entendiendo que el primer apelli-
do paterno precede al primer apellido 
materno, basándose en un criterio in-
terpretativo desarrollado en la sentencia 
del expediente 2273-2005-PHC/TC, 
de fecha 20 de abril del 2006, en cuyo 
fundamento jurídico 14 se señala: “El 
apellido es el nombre de la familia que 
sirve para distinguir a las personas, y es 
irrenunciable e inmodificable. Debe fi-
gurar primero el apellido paterno y luego 
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el apellido materno”. Si bien este fue un 
criterio sostenido en el 2006, a la fecha, 
a través del voto en mayoría, el Tribunal 
Constitucional ha convenido en realizar 
un nuevo análisis interpretativo del 
artículo 20, en concordancia con los 
derechos fundamentales y los tratados 
internacionales de derecho humanos 
firmados por el Estado peruano, por lo 
que seguir basando una interpretación 
de dicho artículo, ajena a estos elemen-
tos, deviene en inconstitucional.

5.	 Principales interrogantes sobre la 
aplicación de este nuevo criterio 
interpretativo

Luego de analizar la presente sen-
tencia nos plantemos algunas interro-
gantes sobre su aplicación concreta. 
Una primera consistente en el hecho de 
entender que cualquier persona, bajo 
el criterio contenido en la sentencia, 
puede solicitar el cambio en el orden de 
sus apellidos ante el Reniec. Para resol-
ver esta duda consideramos pertinente 
centrarnos en los aspectos propios del 
caso concreto sobre el cual se ha emitido 
el pronunciamiento, sin perjuicio de 
que, en la eventualidad de presentarse 
un caso distinto, el máximo intérprete 
pueda extender los alcances de dicha 
interpretación.

En principio, el caso concreto nos 
muestra que estamos ante un pedido 
de inaplicación del artículo 20 del Có-
digo Civil y la emisión del DNI de la 
demandante con el orden de apellidos: 
el primer apellido materno seguido 

del primer apellido paterno, alegando 
vulneración del derecho a la identidad. 
Partiendo de ello, cabe prestar atención 
a los detalles del caso, en el cual las 
demandantes solicitan que el DNI sea 
expedido con el orden de apellidos que 
ya figuraba en el registro, y respecto del 
cual la demandante ya había desarro-
llado una identidad toda su vida. No 
estamos ante un caso concreto donde 
se haya solicitado el cambio en el orden 
de los apellidos previamente registrados.

En ese sentido, el Tribunal Cons-
titucional basa su análisis en el derecho 
al nombre y su relación con el derecho 
a la identidad, así como en el principio-
derecho a la igualdad y no discrimina-
ción. Respecto a este último derecho, 
se refiere a la igualdad de mujeres y 
hombres, haciendo mención expresa 
a la desigualdad histórica existente y 
el deber de los Estados de trabajar por 
lograr una igualdad real y efectiva. Sin 
embargo, este análisis no lo realiza de 
manera general, sino que lo conduce 
al específico caso de la interpretación 
del artículo 20 del Código Civil, esto 
es, del orden en la transmisión de los 
apellidos de los padres a los hijos sin 
discriminación por razón de sexo. Con 
ello, justifica que la interpretación del 
artículo 20 del Código Civil que goza 
de constitucionalidad sea aquella donde 
“se interprete que no establece ningún 
orden de prelación en la asignación de 
los apellidos paterno y materno al hijo, 
por lo que es válido que los progenitores 
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puedan decidir y escoger finalmente el 
orden de los apellidos de los hijos”51.

Como es de verse, de la interpreta-
ción constitucional del artículo 20 del 
Código Civil señalada en esta sentencia 
se derivan dos cosas: 1) que no existe 
un orden preestablecido para la asig-
nación de los apellidos a los hijos; y 2) 
la atribución de los padres de elegir el 
orden de la asignación de sus apellidos 
a sus hijos. Entonces, la aplicación de 
esta interpretación se entiende que está 
dirigida al momento del registro de los 
hijos, donde se materializa la manifesta-
ción de voluntad de los padres de asignar 
los apellidos. Se trata pues, ya no de una 
imposición de la norma, sino de una 
atribución que ahora reside en la madre 
y el padre en igualdad de condiciones. 
En consecuencia, no puede derivarse, 
bajo los fundamentos de esta sentencia, 
que toda persona tiene la atribución 
de cambiar el orden de sus apellidos ya 
registrados.

Como segunda interrogante, surge 
lo referido a la solución de aquellos casos 
de desacuerdo de la madre y el padre en 
el orden de la transmisión de los apelli-
dos a los hijos. Al respecto, el voto en 
mayoría realiza una exhortación al legis-
lador de regular en el artículo 20 del Có-
digo Civil lo referido a la solución ante 
tal disconformidad de los padres, luego 
de haber realizado un breve recuento de 
la regulación comparada sobre el tema 

51	 Tribunal Constitucional, Expediente  
N.° 2970-2019-PHC/TC, Lima: 23 de marzo 
del 2021, f. j. n.° 58.

a modo de ejemplo. En ese sentido, se 
advierten diversos métodos de solución 
que van desde los más simples como el 
uso del azar o sorteo, el orden alfabético 
o incluso de mantener la prevalencia del 
apellido paterno en casos de desacuerdo, 
hasta aquellas soluciones más complejas 
como la decisión por parte de un juez.

[M]antener la prevalencia del apelli-
do paterno ante una disidencia, con-
tinuaría extendiendo la idea de que la 
regla general es siempre la masculina, 
sin ningún sustento y contravinien-
do el principio-derecho a la igualdad, 
la tradición no puede considerarse 
un criterio válido máxime si ampara 
una desigualdad.

IMPORTANTE

Sobre la materia, podríamos des-
cartar los métodos más simples antes 
citados atendiendo a la importancia que 
conlleva decidir la identidad de una per-
sona, que la va a individualizar durante 
toda su vida, se trata de una decisión 
seria que podría banalizarse al someterla 
al azar o al sorteo. Por otro lado, seguir 
las pautas de orden alfabético, permitiría 
conocer de antemano cual sería el orden 
de los apellidos de los futuros hijos, 
sentando una prioridad de uno de los 
progenitores sobre el otro, sin contar 
con que además se podría ocasionar a 
futuro la extinción de aquellos apellidos 
que por empezar con las últimas letras 
de abecedario no serían tomados en 
cuenta en las futuras generaciones. Así, 
también, mantener la prevalencia del 
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apellido paterno ante una disidencia, 
continuaría extendiendo la idea de que 
la regla general es siempre la masculina, 
sin ningún sustento y contraviniendo 
el principio-derecho a la igualdad; la 
tradición no puede considerarse un 
criterio válido, máxime si ampara una 
desigualdad. Finalmente, la solución 
compleja de llevar la disidencia ante un 
juez conllevaría a dilatar la determina-
ción del nombre de una persona, aparte 
que recargaría la actividad judicial ya 
preexistente en nuestro sistema52.

Son diversos los mecanismos que 
se pueden optar para la solución de 
los casos de desacuerdo; sin embargo, 
consideramos que la medida a apro-
barse deberá considerar especialmente 
el principio del interés superior del 
menor. Queda en manos del legislador 
la regulación de este aspecto, mientras 
tanto existe un vacío que, de alguna 
manera, debe ser completado, pues en 
la práctica y de acuerdo con lo expre-
samente señalado en la parte resolutiva 
del voto en mayoría, esta interpretación 
comenzó a regir desde su publicación. 
En ese sentido, al no existir un método 
de solución legalmente establecido, el 
registrador civil deberá atender a los 
principios y especialmente al principio 
del interés superior del menor para su 
solución.

52	 A mayor profundidad, véase a Gallardo Ro-
dríguez, Almudena, “La novedad legislativa 
española en el orden de los apellidos de los 
hijos. Un ejemplo a seguir por el resto de los 
países europeos”, en Revista general de derecho 
público comparado, n.° 10, 2012.

6.	 Conclusiones

•	 El nombre cumple una función 
identificadora de la persona, expresa 
una unidad conceptual de los aspec-
tos intelectuales, morales, sociales, 
símbolo de compleja realidad del 
sujeto de derecho, formando parte 
del derecho a la identidad personal, 
reconocido en la Constitución Po-
lítica de 1993.

•	 El Código Civil de 1984, a dife-
rencia de sus antecesores, regula 
ampliamente el derecho al nom-
bre. En el artículo 20 no establece 
expresamente un orden respecto 
a los apellidos, sino que al hijo le 
corresponde el primer apellido del 
padre y la madre.

•	 El Tribunal Constitucional peruano 
ha desarrollado un criterio interpre-
tativo sobre el orden del apellido de 
los hijos contenido en el artículo 20 
del Código Civil, teniendo como 
resultado una interpretación en 
claro respeto y concordancia con 
el derecho fundamental al nombre, 
a la identidad y a la igualdad y no 
discriminación. Esta sentencia 
representa un paso más hacia la 
igualdad real y efectiva de mujeres y 
hombres en el Perú, desterrando del 
sistema jurídico la práctica de una 
interpretación que representa los 
rezagos de las regulaciones basadas 
en los estereotipos de género. Se ha 
pasado de un mandato obligatorio 
a la libre decisión de los padres 
respecto a la elección del orden de 
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transmisión de sus apellidos a sus 
hijos. De esta manera, se reafirma 
la necesidad e importancia de inter-
pretar las instituciones de derecho 
civil en concordancia con los de-
rechos fundamentales y derechos 
humanos.

•	 El Congreso de la República tiene 
la tarea pendiente de regular lo 
referido a la solución de los casos 
de desacuerdo de los padres en la 
elección del orden de los apellidos, 
la cual deberá estar sustentada prin-
cipalmente en el interés superior del 
niño. 

7.	 Referencias bibliográficas
Agurto Gonzáles, Carlos Antonio y María-Pía 

Guadalupe Díaz Díaz, “El derecho a la 
identidad personal frente a la problemática 
del COVID-19”, en Actualidad Civil, n.° 
72, Lima: junio del 2020.

Alpa, Guido y Giorgio Resta, Le persone fisiche 
e i diritti della personalità, 2.a ed., Milán: 
UTET, 2019.

Baudry-Lacantinerie, Gabriel, Précis de droit 
civil, t. i, 9.a ed., París: Librairie de la Société 
du Recueil General des lois et des arrêts, 
1905.

Bianca, Cesare Massimo, Diritto civile I: La 
norma giuridica - I soggetti, 2.a ed., Milán: 
Giuffrè, 2002.

Breccia, Umberto, “Articolo 6-9 codice civile. 
Commentario”, en Pizzorusso, Alessandro; 
Roberto Romboli; Umberto Breccia y 
Anna de Vita, Delle persone fisiche, articoli 
1-10, Commentario del codice civile Scialoja-
Branca, al cuidado de Francesco Galgano, 
Bolonia: Zanichelli, 1988.

Capitant, Henri, Introduction a l’étude du droit 
civil, 4.a ed., París: A. Pedone éditeur - Li-
braire de la Cour d’Appel et de l’ordre des 
avocats, 1921.

Carbonnier, Jean, Droit civil. 1- Introduction. 
Les personnes, 13.a ed., París: Presses Univer-
sitaires de France, 1980.

Colin, Ambroise y Henri Capitant, Cours 
élémentaire de droit civil français, t. i, 5.a ed., 
París: Librairie Dalloz, 1927.

Dogliotti, Massimo, “I. Le persone fisiche”, 
en Aa.Vv., Trattato di diritto privato, t. i, 
2.a ed., dirigido por Pietro Rescigno, Turín: 
UTET, 1999.

Enneccerus, Ludwig, Derecho civil (parte ge-
neral), 13.a rev. por Hans Carl Nipperdey, 
de Enneccerus Ludwig; Theodor Kipp 
y Martin Wolff, Tratado de derecho civil, 
traducción de la 31.a ed. alemana por Blas 
Pérez González y José Alguer, Barcelona: 
Bosch, 1953.

Espinoza Espinoza, Juan, Derecho de las per-
sonas. Concebido-personas naturales, Lima: 
Rodhas, 2014.

Fernández Sessarego, Carlos, “El derecho a la 
identidad personal”, en Aa.Vv., Tendencias 
actuales y perspectivas del derecho privado y 
el sistema jurídico latinoamericano, Lima: 
Cultural Cuzco, 1990.

Fernández Sessarego, Carlos, Derecho a la 
identidad personal, 2.a ed., Lima: Instituto 
Pacífico, 2005.

Fernández Sessarego, Carlos, Derecho de las 
personas. Análisis de cada artículo del Libro 
Primero del Código Civil peruano de 1984, 
13.a ed., Lima: Instituto Pacífico, 2016.

Gallardo Rodríguez, Almudena, “La novedad 
legislativa española en el orden de los ape-
llidos de los hijos. Un ejemplo a seguir por 
el resto de los países europeos”, en Revista 
general de derecho público comparado, n.°. 
10, 2012.

Josserand, Louis, Derecho civil, t. i, vol. i, tradu-
cido por Santiago Cunchillos y Manterola, 
Buenos Aires: EJEA, 1952.

León Barandiarán, José, Curso elemental de 
derecho civil peruano, 3.a ed., Lima, 1980.

León Barandiarán, José, Tratado de derecho 
civil, t. i, Lima: WG Editor, 1991.

Marugán Pintos, Begoña, “Impacto de géne-
ro”, en Eunomía. Revista en Cultura de la 

Carlos A. Agurto Gonzáles / María-Pía G. Díaz Díaz

ISSN 2313-4828 (impresa) • ISSN 2415-2277 (en línea)
Número 86 • Agosto 2021 • pp. 53-71



71Actualidad Civil

Comentario de jurisprudencia

Legalidad, n.° 19. Recuperado de <https://
bit.ly/3B0Lxdb>.

Monateri, Pier Giuseppe, Le fonti delle obbli-
gazioni 3. La responsabilità civile, Turín: 
UTET, 1998.

Nerson, Roger, La protección de la personalidad 
en el derecho privado francés, traducido por 
José María Castán Vásquez, Madrid: Reus, 
1961.

Olazabal F., Leoncio, Derecho civil. Nociones 
generales, personas, acto jurídico, Cuzco: 
Garcilaso, 1961.

Ondei, Emilio, Le persone fisiche e i diritto della 
personalità, Turín: UTET, 1965.

Perlingieri, Pietro, Il diritto civile nella legalità 
costituzionale, 2.a ed., Nápoles: ESI, 1991.

Perlingieri, Pietro, La personalità umana 
nell’ordinamento giuridico, 2.a reimp., Ná-
poles: ESI, 1982.

Planiol, Marcel, Traité élémentaire de droit civil, 
8.a ed., París: Librairie Générale de Droit & 
de Jurisprudence, 1920.

Salvi, Cesare, Teologie della proprietà privata. Dai 
miti delle origini ai nuovi dei della finanza, 
Catanzaro: Rubbettino, 2017.

Varsi Rospigliosi, Enrique, Tratado de dere-
cho de las personas, Lima: Gaceta Jurídica, 
2014.

El nombre como signo distintivo de la...

ISSN 2313-4828 (impresa) • ISSN 2415-2277 (en línea)
Número 86 • Agosto 2021 • pp. 53-71

View publication statsView publication stats

https://www.researchgate.net/publication/354463155

